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111. Otras disposiciones

JEFATURA DEL ESTADO

DECRETO 257111972, de 21 de ¡'ulio, por el que ;;e
resuelve la cuestión de competencia sUTOida entre
la Delegación de Hacienda y la Audiencia Provin-
cial, ambas de Lugo. .

En el expediente de Autos de la cuestión de competericia sur­
gida entre la Delegación de Hacienda y la Audiencia Provin­
cial,ambas de Lugo, con motivo de la ejecución de Sentencia
de ésta, de fecha doce de agosto de mil novecientos sesenta y
ocho, en relación con el Fondo Nacional de Gurcmtía de los
Riesgos de la Circulación, y

Uno. Resultando que la Sentencia antes mencionada, dic~

tada en diligencias preparatorias penales número ciento vein~

tiuno/mil novecientos sesenta y siete, procedentes del Juzgado
de Vivero, por imprudencia temeraria contra los in!Culpados,
Antonio López Fernández y José Vicente Añeiros, condenó al
primero por hechos que tuvieron lugar el veinticinco de di­
ciembre de mil novecientos sesenta y siete, como autor res­
ponsable de un delito de impruder,cia temeraria con resultado
de muerte, lesiones y daños, a la pena de un año de prisión
menor, accesorias y costas y a que satisfaciera, en concepto
de indemni4ación a los herederos de Arsenio López Sánchez,
la cantidad de quinientas mil pesetas, añadiéndose en los pro­
nunciamientos de dicha Sentencia que .. no siendo suficiente
la fianza prestada por la ",Compania de Seguros Munat», ase­
guradora del vehículo conducido por el inculpado para ga­
rantizar las responsabilidades pecuniarias derivadas del hecho
cometido, devuélvanse las piezas separadas de responsabilidad
civil del inculpado al Juzgado de Vivero, a fin de que por
dicho inculpado se preste fiaI1za, aval bancario o aval de Com­
pañía de Seguros, en cuantía de ciento setenta mil pesetas,
aparte de las ya aseguradas por la expresada «Compañia Mu­
nat», este acuerdo se notificará al asegurador para que, hasta
el límite del seguro obligatorio, cumpla el deber que le impo­
ne el artíc'.Ilo cuarenta y tres de la Ley de Uso y Circulación
de Vehículos de Motor, y, en su defecto, caso de insolvencia,
se cubrirá la diferencia por el For.do Nacional de Garantía al ..
cual y a tal fin y en dicho supuesto se le requ.erirá", requeri-I
miento que tuvo lugar a este ú1timamente citado Organismo
el día nueve de septiembre de mil novecientos setenta y uno;

Dos. Resultando que el veintidós de abril de mil novecien­
tos sesenta 'y nueve, el Fondo Nacional de Garantía comunicó I
al Abogado del Estado de Lugo haber recibido un exhorto del
Juzgado de Vivero, por el que se requería a aquél para que
prestara fianza de ciento setenta mil pesetas:

Tres. Resultando que, por consiguiente, hasta que en fecha
posterior no solicitó el Abogado del Estado de la Audiencia
Provincial de Lugo la notificación de la Sentencia de doce de
agosto de mil novecientos sesenta y ocho e interpuso recurso
de casación por quebrantamiento de forma, ninguna cittlción
ni notificación ha recibido el representante ante los Tribuna­
les del ya referido Organismo Autónomo;

Cuatro. Resultando que la Sentencia citada se limitó a de~

clarar, como se ha expuesto en el resultando primero, que en
su defecto (~s decir, en el de que no se prestaran la fianza, el
aval bancarIO o el aval de una Compañía aseguradora) se no­
tificara a la «Compañia Munat,. y ..caso de insolvencia se cu­
briría la diferencia por el Fondo Nacional de Garantía, al cual
y a tal fin y en dicho supuesto. asimismo se le requerirá»;

Cinco. Resultando que el recurso de casación preparado
por la Abogacía del Estado de Lugo fué inicialmente rechazado
por la excelentísima Audiencia Provincial de dicha ciudad por
Auto de nueve de mayo de mil novecientos sesenta y nueve;
que .c~)Utra este Auto se anunció recurso de queja, el cual fué
admrhdopor Auto del Tr!hunal Supremo de diecinueve de di­
ciembre de mil novecientos sesenta y nueve, en el sentido de
que debía admitirse el repetido recurso de casación;

Seis. Resultando que tramiLado el recurso de cas.'lción, con
f~ndamento en qUe el Fondo Nacional de Garantía no habia
sHio citado, .ni parte para ;3U comparecencia en tiempo, dán­
d.o,sele por cItado y condenandole al pago de una indemniza­
ClO':! y.todo ello sin haber sido citado. como se ha dicho, para
el,JUlClO oral, previo al fallo recurrido; la Sala Segunda del
Tn?unal Supremo dictó Sentencia en ocho de junio de mil no­
veCJentos setenta y uno, en el ¡;entido de que tanto las ent.i­
dades asegufl'ldoras como el Fondo Nacional de Gar'J.ntía ca­
recron. de legitimación para ser parte y entablar el recurso de
casaCIón;

Siete, Resultando que, en vista del requerimif:mto dirigido
en quince de julio de mil novecientos setenta y una y repe­
tido en veinticuatro de agüsto siguiente p'Jr1a Audiencia al
Delegado en Lugo del Fondo Nacional de Garantía para que
verificase la consignación ordenada en las Sentencias, el De­
legado de Hocieuda de dicha provincia, al que el del Fondo
Nacional de Garantía comunicó el asunto, !=,revio informe fa\YQ­
rabIe del Abogado del Estado, que acompañaba, dirigió un
escrito de fecha dieciséis de septiembre de mil novecientos se­
tenta y uno a la Audiencia provincial, por el cual la requirió
para que se inhibiera en la ejecución de la referida Sentencia
en cuanto afecto al Fondo Nacional de Garantía, afirmando
que el acuerdo de ejecución y la ejecución de tal Sentencia
corresponden al mencionado organismo administrativo;' para
apoyar su pretensión alegaba, además de diversos preceptos
legales, con los que pretendía demostrar que las exigencias al
Fondo de Garantía no estaban amp<lradas en la legis!eción del
autcmóvil, ni siquiera encajaban en los términos de la Senten­
cia firme, el artículo siete del Texto refundido de veintiuno
de marzo de mil novecientos sesenta y ocho, los artículos uno
y cuarenta del Decroto de once de octubre de mil novecientos
sesenta y biete, con referencia a la Ley de veintiséis de di­
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, de las que tra­
taban de deducir que el aCuerdo y ejecución de Jos fallos que
establezcan. obligaciones del Fondo de Garantía, que no ,<¡aan
aplicación de la Ley del Automóvil,corresponde a los órganos
administrativos de dicho Fondo Nacional;

Ocho. Resultando que, recibido tal requf!rímiC'nto d0 ín!li­
bidón, y formando pieza separada con el mismo, la Auc:iu:cia
Provincial de Lugo, por providencia de veinte de septiembre
de mil novecientos setenta y uno, ordenó stlspr'llder la ejr:cu­
ción de la Sentencia en cuanto afecta. al Fondo Nacional de
Garantía y pasó el asunto a la parle perjudicada (que se opu­
so a la inhibición) y al Fiscal (qu0 también se manifestó con­
trario a ella, por entender que no so invocaba 'en ella pr0cep~

to expreso suficiente), y dictó un Auto, en seis de octubre de
mil novecientos setenta y uno, por el que l"('solvió no aceptar
la inhibición y S8 declaró competente para la ejecución de la
Sentencia en cuanto afecto al Fondo Nacional de Garantía;

Nueve. Resultando que, comunicada esta decisión del re­
querido al requirente, ambos tuvieron por formf\da la cuestión
de competencía y remitieron sus re<:pectivas actuaciones a la
Presidencia del Gobierno pura qtle fuese resuelta por los trá­
mites correspondientes:

Vistos el artículo treinta y uno de la Ley Orgánica del Es­
tado de diez de enero de mil novecientos sesenta y siete: «La
función judicial, juzgando y haci(-,ndo ejecutar lo juzgado en
los juicio" civiles, penales, contencioso-administrativos, labo­
rales y demás que- establezcan las leyes, correspondiente ex­
clusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados en la
Ley Orgánica de la Justicia, según sus diversas ccmpet8ncias~.

El articulo segundo de la Ley Orgánica del Poder Judicial,
de quince de septiembre de mil ochocientos setenta: ..La po­
testad de aplicar las leyes en los juicios civiles y crimil1l1Jes,
juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, corresponde exclusiva­
mente a los Jueces y Tribunales.

El articulo trece de la Ley de Entidades 'Estatales Autóno­
mas, de veintiséis de diciembre de mil novecientos cincuenta
y ocho: "Las obligaciones contraídas por los organismos au­
tónomos no podrán ser exigidas por el procedimiento de apre­
mio, excepción hecha de los créditos liquidados a favor de la
Hacienda Pública y de los asegurados con prenda o hipoteca.
En su con3ecuE!ncia, el cumplimiento de las resoluciones fir­
mes de toda clase de Autoridades y Tribunales de las que se
deriven responsabilidades y obligaciones económicas a cargo
de díchos organísmos, corresponderá exclusivamente a éstos,
los cuales acordarán y eff'ctuarán el pago mediante la habi­
litacióri del correspondiente crédito en sus presupuestos».

los sigui.entes artículos del Decreto-ley sobre orge.ni7~!C~Ón
del Fondo Nacion:tl de Garantías y Riesgos de la Circulacióil,
de tres de octubre de mil r.ovecientos sesenta y cU8.tro: .. Ar­
tículo prim9ro, El Fondo Nacional de Garantía de Riesgos de la
Circulación se constituirá como organísmo autónomo, adscrito
al Ministerio de Hacíenda a través de la Dirocción General de
Seguros e incluido en el artículo segundo de la l.ey de veinti­
séis de diciembre de mil novecientos cincuenta v ocho». Ar­
tículo '-noventa: "En las cuestione" no sujet.as al "DerEcho ad­
ministrativo el Fondo Nacional de Garantía quedará sometido
a las normas de Derecho común con plena capacidad proceó:aJ.
en la misma forma y con los n'quisitos establecidos a este
rospecf.o para los Organismos autónomos en la Ley de veínti~

s~is .do dicicmbr.e ~e mil novedentas cincuenta y ocho, con las
sJgl1lenles espeCIalIdades: al Podrá exigirse por la vía judicial
de apremio la efectividad de las obligaciones de pago que se



Ií. O. del K-Num. -=2=35=- 3:.:0~...::s=ep"_t:.:.ie:.:m=o:.:re=__..:I_=9:.:72=_· --~:.:17:.:5::3::::3

impongan al Fondo Nacional de Garantía en aplicación de la
Ley ciento veintidós/mil novecientos sesenta y dos, de veinti­
cuatro de diciembre, sobre Uso y Circulación de Vehículos de
Motor, dentro de la cuantía máxima que reglamentariamente
se determine y exclusivamente sobre los bienes que el mismo
dedique o afecto especialmente a la c;:obertum do j(1S riesgo.s
de que responda. Las normas para la determinación de e:o;tos
bienes se (ljetarán por el Gobierno mediante DCCI'eto acordado
en Consejo de Ministros a propuesta del de Hacienda,,_

El artículo cuarenta del Reglamento del Fondo Nacional de
Garantía de Riesgos de la Cir.culación, aprobado por Decreto
de once de octubre de mil novecientos sesenta y siete: «La
efectividad de las obligaciones de pago o de entrega de can­
tidad que se impongan al Fondo en aplicación de la Ley de
Uso y Circulación de Vehículos de Motor podó], ser exigida
por la vía judicial de apremio, exclusivameote sobre los bienes
afectos a este fin por el Decreto cuatro mil trescientos uno/mil
novecientos sesenta y cuatro, de veinticuatro de diciembre, o
por otras disposiciones sobre la materia'".

El artículo diecinueve del Fuero de los Españoles, aprobado
por Ley de diecisiete de julio de mil novecientos cuarenta y
ci,nco: ..Nadie podrá ser condenado sino en virtud de Ley an­
terior al delito, mediante sentencia del Tribunal competente y
previa audiencia y defensa del interesado'".

El artículo tercero de la Ley Orgánica del Poder Judicial
de veintítrés de junio-quince de septiembre de mil ochocien­
tos setenta: ..Los Jueces y Tribunales no ejercerán más fun­
ciones que las expresadas en el artículo anterior y las que esta.
Ley u otras les señalen expresamente...

El artículo cuarto de la misma Ley de veintitrés de junio­
quince de septiembre de mil ochocientos setenta: ..Por conse­
cuencia. de lo ordenado en el artículo que precede, no podrán
los Jueces ni los Tribunales mezc1a.rS8 directa. ni indirectamen­
te en asuo tos peculiares a la Administración del Estado, ni
dictar reglns o disposiüiones de carácter generaL ....

El artículo segundo del Texto refundido de la Ley ciento
veintidós/mil novecientos sesenta y dos, de veinticuatro de di~

ciembre, sobre uso y circulación de vehículos de motor, apro~

bada en cumplimiento del artículo tercero de la Ley de ocho
de abril do mil novecientos sesenta y siete, por Decreto núme­
ro seiscientos treinta y dos/mil novecientos sesenta y ocho, de
veintiuno de marzo: «Cuantia.~Todo propietario de un vehícu~

Jo de motoe vendrá obligado a suscribir una póliza de seguro
que cubra. hasta la cuantía que se fije, la responsabilidad ci­
vil derivada de la obligación a que se refiere el artículo an­
torior».

El artíclilo cuarto del Toxto de la Ley ciento veintidós/mil
novocienlos sesenta y dos, de vemticuatro de diciembre, re­
fundido por Decreto seiscientos treinta y dos/mil novecientos
sesenta v ocho: ..Acciones.-Para exigir el cumplimiento de la
oblig8.ción de indemnizar, el perjudicado o sus herederos ten­
drán flcdó.il directa contra el asegurador del vehículo que ha
producido el daño, hasta el límite del seguro obligatorio, sin
perjuicio de las demás accim18s que les correspondan.

El plazo de prescripción de la acción es de un año, a contar
desde que ~e p¡'od,ujo el hecho que da lugar a la misma. Este
plazo quedará interrumpido por las causas establecidas en la
logislación común».

El Hrtícnlo quinto del DoJcreto antes mencionado, número
seiscientos treinta y dos/mil novecientos sesenta y ocho, de
veintiuno de marzo: "Obligaciones del asegurador.-EI asegu­
rador, hasta el límite del seguro, habrá de satisfacer al PH'jU­
dicado el importe de los daños y perjuicios sufridos. Sólo que­
dará exento de esta obligación si prueba que el hecho no da
lugar a la exigencia de responsabilidad civil, conforme al ar­
tículo primero, sin que en ningún caso pueda oponer al per­
judicado o a.sus herederos las excepciones que le asistan con­
tra el asegurado. En todo caso, el asegurador deberá abonar
hasta el límite del ·seguro las pensiones que por la. autoridad
judicial fuoran exigidas a los presuntos responsCl:bles asegura­
dos, de acuerdo CGn lo establecido en el apartado d) de la re­
gla oc lava del articulo setecientos ochenta y cinco de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal~.

El artículo séptimo del texto de la Ley ciento veintidós/mil
novecientos sesenta y dos, de veinticuatro de diciembre, l-e~

fundido por Decreto seiscienlos t!einta y dos/mil novecientos
sesenta y ocho, de veintiuno de marzo: ..Constitución.~Adscri­
to al Mini"lterio de Hacienda, funcionará como Organismo au~

tónomo incluído en el artículo segundo de la Ley de veintiséis
de diciembre de mil nov9cientos cincuenta y ocho, un Fondo
Nacional ele Garantía de Riesgos de la Circulación con auto­
nomía patrimonial y cont.able, para cubrir la responsabilidad ci·
vil de los conductores de vehiculos de motor derivada de he­
chos que hayan producido muerte, incapacidades o lesiones en
les cases en que el vehículo oel conductor causante de aque­
J]os sean desconocidos o en que conocidos, aquél no esté ase­
gurado y, en general, cuando no se produzca la asistenCIa o
indemnización por los medios previstos en 10,<; artículos ante­
rinres.

El articulo cdorce del textu refundido aprobado por Decre­
to seiscientos treinta y dos/mil no\'€cientos sesenta y ocho. de
veintiuno de marzo: "Obligación de pago.-EI asegurador, o el
Fondo de Garantía en su caso, vendrá obligado a satisfacer la
indemnización fijada por los Peritos hasta el límite del seguro
obligatorio dentro de los diez días siguientes a su fiiacióll~.

El artkulo dieciséis del texto refundido aprobado por De·
creta seiscientos trl?.Í.ota y dos/mil novecientos sesenta y ocho,
de veintiuno de marzo: "Limite cuantitativo.-Para· que la re·
clamac.ión al asegurador pueda hacerse en juicio ejecutivo ha~

brán de cumplirse los requisitos establecidos en el artículo
mil cuatroch:mtos treinta y cinco de la Ley de Enjuiciamiento
CiviL

Si la canlidad liquidada señalada en el título fuese inferior
a diez mil pesetas, la reclamación habrá de formularse en
juicio v'erbal ant.e el órgano de la Justicia Municipal campe·
tente, pudiendo el perjudicado obtener embargo preventivo al
amparo de dicho título, sin necesidad de que concurran los
requisitos cel número dos del artículo mil cuatrocientos de la
Ley de Enjuiciamiento Civil».

El artículo diecisiete del mismo Texto refundido aprobado
por Decreto seiscientos treinta y dos/mil novecientos sesenta y
ocho. de veintiuno de marzo: ..Demanda ejecutiva.-La deman­
da ejecutiva se tramitará según las reglas establecidas en el
artículo mil cuatrocientos cuarenta y siguientes de la Ley de
Enjuiciamiento Civil.

El Juez de Primera Insta.ncia, si no estu"iese acordada con
anterioridad, podrá fijar la pensión provisional a que se re~

fiere el apartado d) de la regla octava del artkulo setecientos
ochenta y cinco de la Ley de Enjuiciamiento Crimina],..

El artículo dieciocho del texto refundido aprobado por De~
creta seiscientos treinta y dos/mil novecientos sesenta y ocho,
de veintiuno de marzo: «Oposición.~El asegurador podrá opo­
nerse a la ejecución, alegando, además de los motivos autori~

zados en los artículos mil cuatrocientos sesenta y cuatro y mil
'Juatrocientos sesenta y siete de la Ley de Enjuiciamiento Ci~

vil, los sefialados en el artículo primero de esta Ley.
La interposición de los recursos que dicha Ley procesal au·

toriza no suspenderá el pago de la pensión provisional:>.
El artículo setecientos ochenta y cuatro. regla quinta, de la

Ley de Enj uiciamiento .Criminal. en la nueva redacción dada
al mismo por la Ley tres/mil novecientos sesenta y siete, de
ocho de abril: «Quinta.-No se demorará la conclusión de la
instrucción por falta de recepción del certificado de nacimien­
to o informe de conducta, sin perjuicio de que cuando se re­
ciban se unan a las actuaciones",.

El artículo primero del Decreto mil ciento noventa y nue­
ve/mil novecientos sesenta y cinco, de seis de mayo: «Uno.
De conformidad con lo dispuesto en el Decreto-ley número cua~

tro/mil novecientos sesenta y cinco, de veintidós da marzo, la
obligación de reparar el mal causedo impuesta por el artículo
treinta y nueve de la Ley ciento veintidós/mil novecientos se­
senta y dos, de veinticuatro de diciembre, se entenderá refe­
rida sólo al daño en las personas y dentro de los mismos lí·
mites y condiciones que para el ámbito del seguro obligatorio
se establ"ece en el Reglamento.

La responsabilidad civil derivada de la circulación de ve~

hículos de motor por daños a las cosas o por daños corpora·
les, en cuanto est05 últimos no estén comprendidos en el ám~

bito de cobertura del seguro obligatorio, se regirá por las dis·
posiciones de la legislación común civil y penal, imputándose
a las indemnizaciones que se señalen las que fueran satisfe·
eras en razón del seguro cbligatorio.

Si no mediase el acuerdo o conformidad a la que se refiere
el párrafo segundo del articulo cuarenta y nueve de la Ley,
el asegurador o el perjudicado podran solicitar del Juez Mu­
nicipal o comarcal del domicilio de la Entidad Aseguradora o
de cualquiera de sus agencias la designación de un tercer
Perito para que, en el plazo de ocho días, a, contar del de su
aceptación, fije como dirimente la cantidad en que va.lore .Ios
daños y perjuicios.

Quedan en suspenso los preceptos contenidos en los artícu­
los cuarenta y ocho y cuarenta y nueve de la Ley, en cuanto ea
refieren a daños en las cosas'".

El artículo segundo del Reglamento del Fondo, aprobado por
Decreto dos mil quinientos treinta y .dos/mil novecientos se­
senta y siete, de once de octubre, que transcribe 'el articulo
tercero del Decreto-ley dieciocho/mil novecientos sesenta y cua~

tro, de tres de octubre: ~Artículo segundo.-Corresponden al
Fondo Nacional de Garantía las siguientes funciones:

Primera.-Las que le atribuye la Ley de Uso y Circulación
de Vehículos de Motor.

Scgunda.-·Cubrii', dentro de los límites del Seguro ObIiga~

torio, las obligaciones derivad~s de la responsabilidad civil del
Estado, de sus Organismos autónomos y de las Corporaciones
100,--ales, por razón de la circulación de sus vehículos de motor.

Tcrcera.-Asumir, dentro del ámbito del Seguro Obligato­
rio, los riesgos no aceptados por las Entidades aseguradoras,
sin perjuicio de su distribución entre las mismas.

Cuarta.-El cumplimiento de las obligaciones de dichas En~
tidades cuando se encucntnm en situación de disolución for­
zosa. suspensión de pagos o quiebra.

Quint.a.-Elaborar, a iniciativa propia o a virtud de pro­
puesta, las tarifas aplicables al Seguro Obligatorio en b~~e a
criterios objetivos de valoración y atender las reclamaclOnes
que en cuanto a su aplicación le sean formuladas.

Sexta.--T.a defensa y fomento del régimen del Seguro Obli­
gatorio de Vehículos de Motor.

Séptima.·-Fomentar la creación de medios de asistencia. pa·
ra las víctimas de la circulación.
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Oct.ava.-Resolver sobre el extorno de las cantidades inde­
bidamente satisfechas por error en la aplicación de las tftrifas,
de acuerdo con lo previsto en el artículo dieCÍnueve del Re­
glamento del Seguro Obligatorio.

Novena.-Resolverlo procedente en orden a la aplicación
de la cláusula penal fijada en las tarifas, en los casos en que
se refiere el número cuatro del artículo veintiséis y el número
dos del artículo veintiocho, ambos del citado Reglamento.

Décima.--'-Decidir sobre el reconocimiento de Centros sélni­
tarios, a efectos de Jo dispuesto en el apartado al del artículo
veintitrés del mencionado Reglamento~.

El artículo treinta y siete del repetido Reglamento: «En las
cuestiones no sujetas al Derecho Administrativo, el Fondo Na­
cional de Garantía quedará sometido a las normas del Derecho
común con plena capacidad procesal para el ejercicio de ac­
ciones, pudiendo ejercitarse asimismo contra él las que proce­
dan en idéntica forma y requisitos establecidos a este respecto
para. los Organismos Autónomos».

El artículo cuarenta del mismo texto reglamentario: «La
efectividad de las obligaciones de pago o de entrega de canti­
dades que se impongan' al Fondo Nacional de Garantía en apli­
cación de la Ley de Uso y Circulación de VehículoS de Motor
podrá. ser exigida por la vía judicial de apremio, exclusiva­
mente sobre los bienes afectos a este fin por el Decreto cua·
tro mil trescientos uno/mil novecientos sesenta y cuatro, de
veinticuatro de diciembre, o por otras disposiciones sobre la
materia~.

Uno. Considerando que la presente cuestión de competeTl­
cia ha surgido entre el Delegado de Hacienda y la AudienCIa
Provincial. ambos de Lugo, al requerir el primero a la segunda
para que deje de conocer en la ejecución de una Sentencia
penal en la parte relativa a la responsabilidad económica ncor·
dada en ella para el Fondo Nacional de Garantía de los Ries­
gos de la Circulación, a fin de que conozcan de ellos los ór­
ganos administrativos de dicho Fondo Nacional;

Dos. Considerando que la cuestión· básica planteada en este
conflicto consiste en resolver si la Audiencia Provincial de
Lugo tien'e atribuciones para ejecutar la Sentencia dictada por
la misma con fecha doce de agosto de mil novecientos sesenta
y ocho, respecto a un Organismo autónomo de la Administra­
ción del E:=;tado, cual es el Fondo Nacional de Garantía de'
Riesgos de la Circulación, que no ha sido parte en el proce·
dimiento determinante de la referida Sentencia y, por consi·
guiente, el organismo administrativo no ha sido ni pudo ser
condenado en la expresada Sentencia;

Tres. Considerando que el Organismo administrativo refe­
rido no ha sido parte en el procedimiento penal es un heGho
manifiesto que deriva del contenido de la propia Sentencia,
es consecu,:mcia de lo que dispone la prevención quinta del ar­
tículo setecientos ochenta y cuatro de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal, reformado por la Ley de ocho de abril de mil nove­
cientos sesenta y siete, y aparece así declarado procedente,
para este preciso procedimiento, por la Sentencia del Tribunal
Supremo de ocho de junio de mil novecientos setenta y uno,
al advertir «que tanto las entidades aseguradoras como el Fon­
do Nacional de Garantía carecen de legitimación pasiva para
ser parte en causa,,;

Cuatro. Considerando que, si conforme resulta evidente, el
Fondo Nacional de Garantía reqUErido no ha sido parte en :::1
procedimiento penal, determinante de la Sentencia de doce de
agosto de mil novecientos sesenta y ocho, es consecuencia ne­
cesaria de ello que no ha podido ser condenado por tal Senten­
cia, por cuanto, de haberlo sido, se infringirá fundamental
principio do Derecho que recoge como ineludible la Jurispru­
dencia del Tribunal Supremo, de la que es relevante' ejemplo
la Sentencia de su Sala Seg'unda de veintinueve de ITlayo de
mil novecientos cuarenta y cinco, en concordancia con- varias
otras como las de cuatro de marzo de mil novecientos cuaren­
ta y uno; diecisiete de noviembre de mil,.. novecientos sesenta
y cinco y veinte de febrero de mil novecientos treinta y tres,
y se infringiría también principio legal contenido en el ar­
tículo diecinueve del Fuero de los Españoles, conforme al que
nadie podrá ser condenado sino en virtud de previa audiencia
y defensa del interesado; siendo consecuencia de todo ello que
el Fallo de la Sentencia de la Audiencia Provincial, atenién­
dose a tales principios, no contiene declaración alguna de con­
dena contra el Fondo Nacional de Garantía, limitándose a se­
ñalar la procedencia de formalizar un trámite que, confonne
se deja razonado, ni entraña ni puede entrañar Ulla -condena
del Organismo administrativo afectado;

Cinco. Considerando que, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo treinta y uno de la Ley Orgánica del Estado, de
diez de enero de mil novecientos sesenta y siete, en concor­
dancia con el artículo dos de la Ley Orgánica del Poder Judi­
dial, la función jurisdiccional se ejerce «juzgando y haciendo
ejecutar lo juzgado", sin que, por razón de lo dispuesto por
las artículos tercero y cuarto de la· propia Ley Orgánica del
Poder Judicial, tal función jurisdiccional entrañe ",más fun­
ciones que las expresadas" ni permita «mezclarse directa ni
indirectamente en asuntos peculiares de la Administración del
Estado»;

Seis. Considerando que de conformidad con lo dispuesto
en el Texto de la Ley ciento veintidós/mil novecientos sesenta
y dos, de veinticuatro de diciembre, refundido por Decreto
seiscientos treinta y dos/mil novecientos sesenta y ocho, de

veintiuno de marzo, el Fondo Nacional de Garantía de Riesgos
de la Circulación, según su artículo siete, funcionará para cu­
brir la responsabilidad civil de los conductores de vehículos
de motor a los efectos de la expresada Ley, cuya responsabi­
lidad, según el artículo cuatro de la misma y preceptos con­
cordantes. d~termina para el perjudicado una acción directa
hasta el límite del seguro obligatcrio, sin perjuicio de las de·
más acciones que corresponden y, según el artículo quinto de
la misma Ley, el asegurador tiene limitada su obligación hasta
el limite del seguro, y es pe·r ello que la Sala Segunda del
Tribunal Supremo, en Sentencia de diecinueve de diciembre
de mil novecientos sesenta y ocho, advierte ",que no es misión
del Fondo de Garantía la de complementar las situaciones de
infraseguro, es decir, aquellos supuestos en que la indemniza­
ción real sea superior a los límites del seguro obligatorio, sino
que los excesos sobre el mismo señalado en la Ley han de
atenderse acudiendo al sistema general vigente, dirigiéndose
por la diferencia -no atendida contra el responsable directo o
subsidiario en su caso,,;

Siete. Considerando que lo previsto en el artículo noveno
apartado al del Decreto-ley de. tres de octubre de mil nove­
cientos sesenta y cuatro y el cuarenta del Reglamento de once
de octubre de mil novecientos sesenta y siete, en cuanto esta­
blecen la posibilidad de exigir por la vía de apremio la efec­
tividad de las obligaciones de pago que se impongan al Fondo,
lejos de llevar a una solución contraria a la sentada cerno pre­
cedente en los considerandos antoriores confirma que el Fendo
Nacional de Garantía de Riesgos de la Circulación, como cual­
quier otro Organismo administrativo o particular, no puede
ser condenado sin ser oída, PU0S la citada vía de apremio ju­
dicial no es otra cosa que la que en el procedimiento civil se
ejercita conforme a lo previsto en los artículos mil cuatroclm,­
tOJ'l ochenta y uno y siguient.es de la Ley de Enjuiciamic:mto
Civil, en relación con el artículo diecisiete y concordantes del
Texto refundido de la Ley ciento veintidós/mil novecientos 58­
senta y dos, de veinticuatro de diciembre, procedimiento que
como el Tribunal Supremo advierte en la ya citada Sentencia
de ocho de junio de mil novecientos setenta y uno derivan de
la obligación del asegurador y del Fondo "de satisfacer dircc;­
tamente al perjudicado hasta el límite del seguro la indemm­
zación que señale la SenteneiR penal, pues tal obligación no es
sino el correlativo de la acción directa que se concede al per­
judicado contra el asegurador del vehículo, a.cción que se ejer­
cita como tal tan sólo en vía civil, todo lo cual nos lleva ineluc­
tablemente a reafirmar la tesis de esta Sala, mantenida últi­
mamente de manera ·unánime, de que su responsabilidad fIa
del Fondo) nace «ex contractu» y no «ox delito~; y sentados
tales principios por la Jurispruoencia habrá de estimarse que
sólo en pr'Jcedimiento civil (o tan sólo en vía civil, como el
Tribunal Supremo), puede ser condenado el Fondo Nacional
de Ga.rantía de Riesgos de la Circulación, en cuyo procedi­
miento dicho Organismo, como cualquier demandado, habrá
de ser citado, oído y. en su caso, condenado, en circunstancias
bien distintas a la ejecución de una Sentencia penal dictada
en procedimiento en el que no ha sido citado ni personado,
ni oído ni condenado el Organismo respecto del cual se pre­
tende ejecutar la Sentencia de doce de agosto de mil novecien­
tos sesenta y ocho referida.

En su virtud, oído el Consejo de Estado y previa delibera­
ción del Consejo de Ministros en su reunión del día veintiuno
de julio de mil novecientos setenta y dos,

Vengo en decidir la presente cuestión de compet.encia en
favor de la Delegación de Hacienda de Lugo.

Así lo dü;pongo por el presente Decreto, dado en Madrid a
veintiuno de julio de mil novecientos setenta y dos.

FRANCISCO FRANCO

DECRETO 2572/1972, de 18 de agosto. por el C1.ue
se -resuelve la cuestión de competencia surg~da

entre el Delegaqo de Hacienda de Navarra y el
Magistrado de lo Penal de Pamplona.

En el expediente y autos de la cuestión de competencia sur­
gida entre el Delegado de Hacienda de Navarra y el Magistrado
de lo Penal de Pamplona sobre ejecución de la sentencia dictada
el veinticuatro de febrero de mil novecientos sesenta y ocho en
diligencias procedentes del Juzgado de Inst.rucción de Aoiz re­
sulta:

Primoro.-Que en veinticuatro de febrero de mil novecientos
sesenta y ocho el Magistrado de 10 Penal de la Audiencia de
Pamplona, constituído en Tribunal unipersonal con arreglo a
la Ley de veinticuatro de diciembre de mil novecientos sesenta
y dos, dictó sentenc;ia en las diligencias números sesenta y dos
del año mil novecientos sesenta y siete, procedentes del Juzgado
de Instrucción de Aoiz, por 'la que coridenó al inculpado Juan
García -Mariezcurrena, como autor responsable de un delito de
imprudencia simple del artículo quinientos sesenta y cinco d~l
Código Penal, sin la concurrencia de circunstancias modificati­
vas de la responsabilidad, a la pena de un mes y un día· de
arresto mayor, con la accesoria de suspensión de cargo público,


